
79. CASO RELATIVO A LAS ACTIVIDADES MILITARES Y PARAMILITARES EN 
NICARAGUA Y CONTRA NICARAGUA (NICARAGUA CONTRA LOS ESTADOS 
UNIDOS DE AMERICA) (FONDO DEL ASUNTO) 

Fallo de 27 de junio de 1986 

Para pronunciar su fallo sobre el fondo del asunto 
en el caso relativo a las actividades militares y parami­
litares en Nicaragua y contra Nicaragua, incoado por 
Nicaragua contra los Estados Unidos de América, la 
Sala estuvo compuesta como sigue: 

Presidente: Nagendra Singh; Vicepresidente: de La­
charriere; Magistrados: Lachs, Ruda, Elias, Oda, Ago, 
Sette-Camara, Schwebel, Sir Robert Jennings, Mbaye, 
Bedjaoui, Ni y Evensen; Magistrado ad hoc: Colliard. 

* 
* * 

PARTE DISPOSITIVA DEL FALLO DE LA CORTE 

"LA CORTE, 
"1. Por 11 votos contra 4, 
"Decide que, al pronunciarse sobre la controversia 

que se le ha sometido en la solicitud que presentó la 
República de Nicaragua el 9 de abril de 1984, la 
Corte ha de aplicar la "reserva de tratado multilate­
ral" que figura en el acápite c) de la declaración de 
aceptación de jurisdicción presentada en virtud del 
párrafo 2 del Artículo 36 del Estatuto de la Corte por 
el Gobierno de los Estados Unidos de América, de­
positada el 26 de agosto de 1946; 
"VOTOS A FAVOR: Sr. Nagendra Singh, Presidente; 

Sr. de Lacharriere, Vicepresidente; Sr. Lachs, Sr. 
Oda, Sr. Ago, Sr. Schwebel, Sir Robert Jennings, 
Sr. Mbaye, Sr. Bedjaoui y Sr. Evensen, Magistra­
dos; Sr. Colliard, Magistrado ad hoc; 

"VOTOS EN CONTRA: Sr. Ruda, Sr. Elias, Sr. Sette­
Camara y Sr. Ni, Magistrados. 
"2. Por 12 votos contra 3, 
"Rechaza la justificación de legítima defensa co­

lectiva invocada por los Estados Unidos de América 
en relación con las actividades militares y paramili­
tares en Nicaragua y contra Nicaragua, objeto de 
este caso; 
"VOTOS A FAVOR: Sr. Nagendra Singh, Presidente; 

Sr. de Lacharriere, Vicepresidente; Sr. Lachs, Sr. 
Ruda, Sr. Elias, Sr. Ago, Sr. Sette-Camara, Sr. 
Mbaye, Sr. Bedjaoui, Sr. Ni y Sr. Evensen, Magis­
trados; Sr. Colliard, Magistrado ad hoc; 

"VOTOS EN CONTRA: Sr. Oda, Sr. Schwebel y Sir Ro­
bert Jennings, Magistrados. 
"3. Por 12 votos contra 3, 
"Decide que los Estados Unidos de América, al 

entrenar, armar, equipar, financiar y abastecer a las 
fuerzas contras o al estimular, apoyar y ayudar por 
otros medios las actividades militares y paramilitares 
en Nicaragua y contra Nicaragua han actuado, en 
perjuicio de la República de Nicaragua, infringiendo 
la obligación que les incumbe con arreglo al derecho 
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internacional consuetudinario de no intervenir en los 
asuntos de otro Estado; 
"VOTOS A FAVOR: Sr. Nagendra Singh, Presidente· 

Sr. de Lacharriere, Vicepresidente; Sr. Lachs, s/ 
Ruda, Sr. Elias, Sr. Ago, Sr. Sette-Camara, Sr. 
Mbaye, Sr. Bedjaoui, Sr. Ni y Sr. Evensen, Magis­
trados; Sr. Colliard, Magistrado ad hoc; 

"VOTOS EN CONTRA: Sr. Oda, Sr. Schwebel y Sir Ro­
bert Jennings, Magistrados. 
"4. Por 12 votos contra 3, 
"Decide que los Estados Unidos de América, con 

ciertos ataques realizados contra territorio nicara­
güense en 1983 y 1984, a saber, los ataques contra 
Puerto Sandino los días 13 de septiembre y 14 de oc­
tubre de 1983; un ataque contra Corinto el 10 de oc­
tubre de 1983; un ataque contra la base naval de 
Potosí los días 4 y 5 de enero de 1984; un ataque 
contra San Juan del Sur el 7 de marzo de 1984; ata­
ques contra patrulleras en Puerto Sandino los días 28 
y 30 de marzo de 1984, y un ataque contra San Juan 
del Norte el 9 de abril de 1984, y que, además, con 
los actos de intervención mencionados en el inciso 
3) del presente, que implican el uso de la fuerza, han 
actuado, en perjuicio de la República de Nicaragua, 
infringiendo la obligación que les incumbe con arre­
glo al derecho internacional consuetudinario de no 
usar la fuerza en contra de otro Estado; 
"VOTOS A FAVOR: Sr. Nagendra Singh, Presidente; 

Sr. de Lacharriere, Vicepresidente; Sr. Lachs, Sr. 
Ruda, Sr. Elias, Sr. Ago, Sr. Sette-Camara, Sr. 
Mbaye, Sr. Bedjaoui, Sr. Ni y Sr. Evensen, Magis­
trados; Sr. Colliard, Magistrado ad hoc; 

"VOTOS EN CONTRA: Sr. Oda, Sr. Schwebel y Sir Ro­
bert Jennings, Magistrados. 
"5. Por 12 votos contra 3, 
"Decide que los Estados Unidos de América, al 

dirigir o autorizar vuelos sobre territorio nicaragüen­
se, y con los actos imputables a los Estados Unidos 
mencionados en el inciso 4) del presente, han actua­
do, en perjuicio de la República de Nicaragua, in­
fringiendo la obligación que les incumbe con arreglo 
al derecho internacional consuetudinario de no vio­
lar la soberanía de otro Estado; 
"VOTOS A FAVOR: Sr. Nagendra Singh, Presidente; 

Sr. de Lacharriere, Vicepresidente; Sr. Lachs, Sr. 
Ruda, Sr. Elias, Sr. Ago, Sr. Sette-Camara, Sr. 
Mbaye, Sr. Bedjaoui, Sr. Ni y Sr. Evensen, Magis­
trados; Sr. Colliard, Magistrado ad hoc; 

"VOTOS EN CONTRA: Sr. Oda, Sr. Schwebel y Sir Ro­
bert Jennings, Magistrados. 
"6. Por 12 votos contra 3, 
"Decide que, al colocar minas en las aguas inter­

nas o territoriales de la República de Nicaragua du-



rante los primeros meses de 1984, los Estados Uni­
dos de América, en perjuicio de la República de Ni­
caragua, infringieron las obligaciones que les incumben 
con arreglo al derecho internacional consuetudinario de 
no usar la fuerza contra otro Estado, no intervenir en sus 
asuntos, no violar su soberanía y no interrumpir el co­
mercio marítimo pacífico; 
"VOTOS A FAVOR: Sr. Nagendra Singh, Presidente; 

Sr. de Lacharriere, Vicepresidente; Sr. Lachs, Sr. 
Ruda, Sr. Elias, Sr. Ago, Sr. Sette-Camara, Sr. 
Mbaye, Sr. Bedjaoui, Sr. Ni y Sr. Evensen, Magis­
trados; Sr. Colliard, Magistrado ad hoc; 

"VOTOS EN CONTRA: Sr. Oda, Sr. Schwebel y Sir Ro­
bert Jennings, Magistrados. 
"7. Por 14 votos contra 1, 
"Decide que, con los actos señalados en el inciso 

6) del presente fallo, los Estados Unidos de América, 
en perjuicio de la República de Nicaragua, han in­
fringido las obligaciones que les incumben en virtud 
del artículo 19 del Tratado de Amistad, Comercio y 
Navegación entre los Estados Unidos de América y 
la República de Nicaragua, firmado en Managua el 
21 de enero de 1956; 
"VOTOS A FAVOR: Sr. Nagendra Singh, Presidente; 

Sr. de Lacharriere, Vicepresidente; Sr. Lachs, Sr. 
Ruda, Sr. Elias, Sr. Oda, Sr. Ago, Sr. Sette-Cama­
ra, Sir Robert Jennings, Sr. Mbaye, Sr. Bedjaoui, 
Sr. Ni y Sr. Evensen, Magistrados; Sr. Colliard, 
Magistrado ad hoc; 

"VoTOs EN CONTRA: Sr. Schwebel. 
"8. Por 14 votos contra 1, 
"Decide que los Estados Unidos de América, al no 

dar a conocer la existencia y la ubicación de las mi­
nas por ellos colocadas, mencionadas en el inciso 6) 
del presente fallo, han infringido las obligaciones 
que les incumben con arreglo al derecho internacio­
nal consuetudinario a ese respecto; 
''VOTOS A FAVOR: Sr. Nagendra Singh, Presiden­

te; Sr. de Lacharriere, Vicepresidente; Sr. 
Lachs, Sr. Ruda, Sr. Elias, Sr. Ago, Sr. Sette­
Camara, Sr. Schwebel, Sir Robert Jennings, Sr. 
Mbaye, Sr. Bedjaoui, Sr. Ni y Sr. Evensen, Ma­
gistrados; Sr. Colliard, Magistrado ad hoc; 

"VOTOS EN CONTRA: Sr. Oda, Magistrado. 
"9. Por 14 votos contra 1, 
"Decide que los Estados Unidos de América, al 

elaborar en 1983 un manual titulado 'Operaciones 
psicológicas en guerra de guerrillas' y al difundirlo a 
las fuerzas contras, han estimulado la comisión por 
éstas de actos contrarios a los principios generales 
del derecho humanitario; pero no estima que haya 
bases para llegar a la conclusión de que los actos de 
ese tipo que puedan haberse cometido sean imputa­
bles a los Estados Unidos de América como actos de 
los Estados Unidos de América; 
"VOTOS A FAVOR: Sr. Nagendra Singh, Presiden­

te; Sr. de Lacharriere, Vicepresidente; Sr. 
Lachs, Sr. Ruda, Sr. Elias, Sr. Ago, Sr. Sette­
Camara, Sr. Schwebel, Sir Robert Jennings, Sr. 
Mbaye, Sr. Bedjaoui, Sr. Ni y Sr. Evensen, Ma­
gistrados; Sr. Colliard, Magistrado ad hoc; 

"VOTOS EN CONTRA: Sr. Oda, Magistrado. 
"1 O. Por 12 votos contra 3, 
"Decide que los Estados Unidos de América, con 

los ataques en territorio nicaragüense señalados en 
el inciso 4) del presente fallo, y al declarar un em­
bargo general del comercio con Nicaragua el 1° de 
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mayo de 1985, han cometido actos encaminados a 
privar de su objeto y finalidad al Tratado de Amis­
tad, Comercio y Navegación entre las partes, firma­
do en Managua el 21 de enero de 1956; 
"VOTOS A FAVOR: Sr. Nagendra Singh, Presidente; 

Sr. de Lacharriere, Vicepresidente; Sr. Lachs, Sr. 
Ruda, Sr. Elias, Sr. Ago, Sr. Sette-Camara, Sr. 
Mbaye, Sr. Bedjaoui, Sr. Ni y Sr. Evensen, Magis­
trados; Sr. Colliard, Magistrado ad hoc; 

"VOTOS EN CONTRA: Sr. Oda, Sr. Schwebel y Sir Ro­
bert Jennings, Magistrados. 
"11. Por 12 votos contra 3, 
"Decide que los Estados Unidos de América, con 

los ataques en territorio nicaragüense señalados en 
el inciso 4) del presente fallo, y al declarar un em­
bargo general del comercio con Nicaragua el l º de 
mayo de 1985, han obrado en violación de las obli­
gaciones que les incumben con arreglo al artículo 19 
del Tratado de Amistad, Comercio y Navegación 
entre las partes, firmado en Managua el 21 de enero 
de 1956. 
"VOTOS A FAVOR: Sr. Nagendra Singh, Presidente; 

Sr. de Lacharriere, Vicepresidente; Sr. Lachs, Sr. 
Ruda, Sr. Elias, Sr. Ago, Sr. Sette-Camara, Sr. 
Mbaye, Sr. Bedjaoui, Sr. Ni y Sr. Evensen, Magis­
trados; Sr. Colliard, Magistrado ad hoc; 

"VOTOS EN CONTRA: Sr. Oda, Sr. Schwebel y Sir Ro­
bert Jennings, Magistrados. 
"12. Por 12 votos contra 3, 
"Decide que los Estados Unidos de América de­

ben poner término inmediatamente y abstenerse de 
toda acción que pueda constituir una-violación de las 
obligaciones jurídicas anteriormente mencionadas; 
"VOTOS A FAVOR: Sr. Nagendra Singh, Presidente; 

Sr. de Lacharriere, Vicepresidente; Sr. Lachs, Sr. 
Ru.da, Sr. Elias, Sr. Ago, Sr. Sette-Camara, Sr. 
Mbaye, Sr. Bedjaoui, Sr. Ni y Sr. Evensen, Magis­
trados; Sr. Colliard, Magistrado ad hoc; 

"VOTOS EN CONTRA: Sr. Oda, Sr. Schwebel y Sir Ro­
bert Jennings, Magistrados. 
"13. Por 12 votos contra 3, 
"Decide que los Estados Unidos de América tie­

nen la obligación de indemnizar a la República de 
Nicaragua de todos los perjuicios causados a Nica­
ragua por las infracciones de obligaciones que le 
incumben con arreglo al derecho internacional con­
suetudinario anteriormente enumeradas; 
"VOTOS A FAVOR: Sr. Nagendra Singh, Presidente; 

Sr. de Lacharriere, Vicepresidente; Sr. Lachs, Sr. 
Ruda, Sr. Elias, Sr. Ago, Sr. Sette-Camara, Sr. 
Mbaye, Sr. Bedjaoui, Sr. Ni y Sr. Evensen, Magis­
trados; Sr. Colliard, Magistrado ad hoc; 

"VOTOS EN CONTRA: Sr. Oda, Sr. Schwebel y Sir Ro­
bert Jennings, Magistrados. 
"14. Por 14 votos contra I, 
"Decide que los Estados Unidos de América tie­

nen la obligación de indemnizar a la República de 
Nicaragua de todos los perjuicios causados en Nica­
ragua por las infracciones del Tratado de Amistad, 
Comercio y Navegación entre las partes, firmado en 
Managua el 21 de enero de 1956; 
"VOTOS A FAVOR: Sr. Nagendra Singh, Presidente; 

Sr. de Lacharriere, Vicepresidente; Sr. Lachs, Sr. 
Ruda, Sr. Elias, Sr. Oda, Sr. Ago, Sr. Sette-Camara, 
Sir Robert Jennings, Sr. Mbaye, Sr. Bedjaoui, Sr. Ni y 
Sr. Evensen, Magistrados; Sr. Colliard, Magistrado ad 
hoc; 



"VOTOS EN CONTRA: Sr. Schwebel, Magistrado. 
"15. Por 14 votos contra 1, 
"Decide que la forma y el monto de esa indemni­

zación, a falta de acuerdo entre las Partes, será deter­
minado por la Corte, y reserva a estos efectos el 
procedimiento ulterior en el caso; 
"VOTOS A FAVOR: Sr. Nagendra Singh, Presidente; 

Sr. de Lacharriere, Vicepresidente; Sr. Lachs, Sr. 
Ruda, Sr. Elias, Sr. Oda, Sr. Ago, Sr. Sette-Cama­
ra, Sir Robert Jennings, Sr. Mbaye, Sr. Bedjaoui, 
Sr. Ni y Sr. Evensen, Magistrados; Sr. Colliard, 
Magistrado ad hoc; 

"VOTOS EN CONTRA: Sr. Schwebel, Magistrado. 
"16. Por unanimidad, 
"Recuerda a ambas partes su obligación de buscar 

una solución de sus controversias por medios pacífi­
cos de conformidad con el derecho internacional." 

RESUMEN DEL FALLO 

l. Cualidades 
(Párrafos 1 a 1 7) 

11. Antecedentes de la controversia 
(Párrafos 18 a 25) 

III. La incomparecencia del demandado y el Artículo 
53 del Estatuto 
(Párrafos 26 a 31) 

La Corte recuerda que, después de haberse pronuncia­
do su fallo de 26 de noviembre de 1984 sobre la compe­
tencia de la Corte y la admisibilidad de la solicitud de 
Nicaragua, los Estados Unidos decidieron no participar 
en la presente etapa de las actuaciones. Sin embargo, eso 
no impedía que la Corte fallara en el caso, pero tenía que 
hacerlo respetando los requisitos del Artículo 53 del Esta­
tuto, en el que se prevé la situación de que una de las 
partes no comparezca. Habiéndose establecido la compe­
tencia de la Corte, ésta tenía que asegurarse, conforme al 
Artículo 53, de que la demanda de la parte compareciente 
estaba bien fundada en cuanto a los hechos y al derecho. 
A ese respecto, la Corte recordó ciertos principios orien­
tadores establecidos en varios casns anteriores, uno de los 
cuales excluía toda posibilidad de pronunciar automática­
mente un fallo en favor de la parte compareciente. Tam­
bién señaló que la Corte estimaba valioso conocer las 
opiniones de la parte que no comparecía, aunque las opi­
niones se hubieran expresado de modos no previstos en el 
Reglamento de la Corte. Tenía que mantenerse como 
principio básico el de la igualdad entre las partes, y la 
Corte tenía que asegurarse de que la parte que se negara a 
comparecer no se beneficiara de su incomparecencia. 

IV. Juzgabilidad del litigio 
(Párrafos 3 2 a 3 5) 

La Corte consideró que procedía ocuparse de una 
cuestión preliminar. Se había sugerido que las cuestio­
nes del uso de la fuerza y de la legítima defensa colec­
tiva planteadas en el caso quedaban fuera del ámbito de 
las cuestiones de que podía conocer la Corte, en otras 
palabras, que no eran juzgables. Sin embargo, en pri­
mer lugar, las partes no habían alegado que el presente 
litigio no era una "controversia de orden jurídico" en 
el sentido del párrafo 2 del Artículo 36 del Estatuto y, 
en segundo lugar, la Corte consideró que el caso no 
entrañaba necesariamente la evaluación de asuntos po­
líticos o militares, que se saldrían de los límites jurídi­
cos apropiados. Por consiguiente, estaba capacitada 
para decidir respecto a esos problemas. 
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V. El significado de la reserva de los tratados multi­
laterales 
(Párrafos 36 a 56) 

La declaración de aceptación de la jurisdicción obli­
gatoria de la Corte hecha por los Estados Unidos con 
arreglo al párrafo 2 del Artículo 36 del Estatuto conte­
nía una reserva que excluía de la aplicación de la de­
claración 

"las controversias derivadas de un tratado multilate­
ral, a menos que: 1) Todas las partes en el tratado 
afectadas por la decisión sean también partes en el 
caso ante la Corte, o 2) Los Estados Unidos de Amé­
rica acepten especialmente la competencia." 
En su fallo de 26 de noviembre de 1984, la Corte 

decidió, basándose en el párrafo 7 del Artículo 79 de 
su reglamento, que la objeción a la competencia basada 
en la reserva planteaba "una cuestión relativa a asuntos 
sustantivos relacionados con el fondo del caso" y que 
la objeción no tenía, "en las circunstancias del caso, 
un carácter exclusivamente preliminar". Como conte­
nía al mismo tiempo aspectos preliminares y otros rela­
tivos al fondo del asunto, tenía que sustanciarse en la 
etapa correspondiente al fondo. 

Para decidir si su competencia quedaba limitada por 
efecto de la reserva en cuestión, la Corte tenía que 
determinar si resultarían "afectados" por el fallo terce­
ros Estados, partes en los cuatro tntados multilaterales 
invocados por Nicaragua, que no fueran partes en las 
actuaciones. De esos tratados, la lorte consideró sufi­
ciente examinar la posición respecto a la Carta de las 
Naciones Unidas y a la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos. La Corte examinó el efecto de la 
reserva de los tratados multilaterales en la alegación de 
Nicaragua de que los Estados Unidos habían usado la 
fuerza en contravención de las dos Cartas. 

La Corte examinó en particular el caso de El Salva­
dor, en cuyo beneficio alegaban primordialmente los 
Estados Unidos que estaban ejerciendo el derecho de 
legítima defensa colectiva, como justificación de su 
propio comportamiento respecto a Nicaragua, ya que 
ese derecho estaba reconocido en la Carta de las Na­
ciones Unidas (Artículo 51) y en la de la Organización 
de los Estados Americanos (Artículo 21). En esa medi­
da, el litigio era una controversia "derivada de" trata­
dos multilaterales en los que eran partes los Estados 
Unidos, Nicaragua y El Salvador. A la Corte le parecía 
evidente que El Salvador sería "afectado" por la deci­
sión de la Corte sobre la legalidad del recurso por los 
Estados Unidos a la legítima defensa colectiva. 

En cuanto a la alegación de Nicaragua de que los 
Estados Unidos habían intervenido en sus asuntos en 
contravención de la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos (Artículo 18), la Corte observó 
que era imposible decir que una decisión sobre el pre­
sunto incumplimiento de la Carta por los Estados Uni­
dos no "afectaría" a El Salvador. 

Habiendo resuelto así que El Salvador sería el 
"afectado" por la decisión que la Corte tendría que 
adoptar sobre las denuncias de Nicaragua basadas en la 
violación de las dos Cartas por los Estados Unidos, la 
Corte concluyó que la competencia que le confería la 
declaración de los Estados Unidos no le permitía cono­
cer de esas denuncias. También puso en claro que el 
efecto de la reserva se limitaba a excluir la aplicabili­
dad de esos dos tratados multilaterales como derecho 
convencional multilateral, y que no tenía otras conse­
cuencias respecto a las fuentes de derecho internacio­
nal que el Artículo 38 del Estatuto requería que aplica-



ra la Corte, incluido el derecho consuetudinario inter­
nacional. 

VI. Determinación de los hechos: prueba y métodos 
empleados por la Corte 
(Párrafos 57 a 74) 

La Corte tenía que determinar los hechos pertinen­
tes a la controversia. La dificultad de su tarea derivaba 
del evidente desacuerdo entre las partes, de la incom­
parecencia del demandado, del secreto que rodeaba a 
cierto comportamiento y del hecho de que el conflicto 
continuaba. Sobre este último punto, la Corte conside­
ró, de conformidad con los principios generales del 
proceso judicial, que los hechos que habían de tenerse 
en cuenta eran los ocurridos hasta el cierre de las ac­
tuaciones orales sobre el fondo del asunto (fines de 
septiembre de 1985). 

Con respecto a la presentación de pruebas, la Corte 
indicó cómo tenían que cumplirse en este caso los 
requisitos establecidos en su Estatuto -en particular 
en el Artículo 53- y en su Reglamento, sobre la base 
de que la Corte tenía libertad para estimar el valor de 
los diversos elementos probatorios. No le había pareci­
do procedente ordenar una investigación con arreglo al 
Artículo 50 del Estatuto. Por lo que se refiere a cierto 
material documental (artículos de prensa y diversos li­
bros), la Corte lo había aceptado con cautela. No lo 
consideraba una prueba capaz de establecer los hechos, 
sino un material que podía, no obstante, contribuir a 
corroborar la existencia de un hecho y podía tenerse en 
cuenta para demostrar si ciertos hechos eran de conoci­
miento público. En cuanto a las declaraciones de 
representantes de los Estados, a veces al más alto ni­
vel, la Corte consideraba que esas declaraciones tenían 
un especial valor probatorio cuando reconocían hechos 
o comportamientos desfavorables para el Estado repre­
sentado por la persona que las hacía. Con respecto a la 
prueba testifical presentada por Nicaragua -cinco tes­
tigos dieron testimonio oral y otro hizo una declara­
ción jurada por escrito-, una de las consecuencias de 
la incomparecencia del demandado era que la prueba 
testifical no podía contestarse mediante un examen 
contradictorio. La Corte no había tratado como prueba 
ninguna parte de los testimonios que fuera una simple 
expresión de opinión en cuanto a la probabilidad de la 
existencia de un hecho no conocido directamente por el 
testigo. Con respecto, en particular, a las declaraciones 
y testimonios jurados de miembros de un Gobierno, la 
Corte consideró que podía ciertamente admitir las par­
tes de esas pruebas que pudieran considerarse contra­
rias a los intereses o las alegaciones del Estado al que 
perteneciese el testigo; el resto de esas pruebas tenía 
que tratarse con gran reserva. 

La Corte tenía conocimiento también de una publi­
cación del Departamento de Estado de los Estados Uni­
dos titulada "Revolución más allá de nuestras fronte­
ras: intervención sandinista en Centroamérica", que no 
había sido presentada a la Corte en ninguna forma o 
manera prevista en su Estatuto o su Reglamento. La 
Corte consideró que, en vista de las circunstancias es­
peciales del caso, podía, dentro de ciertos límites, utili­
zar la información contenida en esa publicación. 

VII. Los hechos imputables a los Estados Unidos 
(Párrafos 7 5 a 125) 

canos a sueldo de los Estados Unidos. Tras examinar 
los hechos, la Corte consideró probado que, en una 
fecha de fines de 1983 o principios de 1984, el Presi­
dente de los Estados Unidos autorizó a una de­
pendencia del Gobierno de los Estados Unidos a que 
tendiera minas en los puertos nicaragüenses; que a pri­
meros de 1984 fueron tendidas minas dentro o cerca de 
los puertos de El Bluff, Corinto y Puerto Sandino, ya 
fuera en las aguas internas de Nicaragua o en su mar 
territorial, por personas pagadas por esa dependencia o 
siguiendo instrucciones de ella, bajo la supervisión y 
con el apoyo logístico de agentes de los Estados Uni­
dos; que ni antes del tendido de las minas ni después 
publicó el Gobierno de Jos Estados Unidos ninguna 
advertencia pública y oficial de la existencia y la loca­
lización de las minas con destino a la navegación inter­
nacional, y que la explosión de las minas causó daños 
personales y materiales, creando también el riesgo de 
una subida de los tipos de seguro marítimo. 

2. Nicaragua atribuía a la acción directa de perso­
nal de los Estados Unidos, o de personas a sueldo de 
ese país, las operaciones contra instalacione~ petrole­
ras, una base naval, etc., relacionadas en el párrafo 81 
del fallo. La Corte consideró probados todos esos inci­
dentes, salvo tres de ellos. Aunque no se había probado 
si había intervenido directamente en las operaciones 
personal militar de los Estados Unidos, agentes de los 
Estados Unidos participaron en su planeamiento, direc­
ción y apoyo. Por consiguiente, la Corte consideraba 
probada la imputabilidad de esos ataques a los Estados 
Unidos. 

3. Nicaragua denunciaba la violación de su espacio 
aéreo por aeronaves militares de los Estados _Unidos. 
Tras indicar las pruebas de que se disponía, la Corte 
resolvió que las únicas violaciones del espacio aéreo 
nicaragüense imputables a los Estados Unidos sobre la 
base de esas pruebas eran vuelos de reconocimiento a 
gran altura y vuelos a baja altura del 7 al .11 de no­
viembre de 1984 que causaron "estallidos sónicos". 

Con respecto a las maniobras militares conjuntas 
con Honduras efectuadas por los Estados Unidos en 
territorio hondureño cerca de la frontera entre Hondu­
ras y Nicaragua, la Corte estimó que podían conside­
rarse de conocimiento público y, por tanto, suficiente­
mente probadas. 

4. La Corte examinó seguidamente la génesis, el 
desarrollo y las actividades de las fuerzas contrarrevo­
lucionarias, y el papel de los Estados Unidos al res­
pecto. Según Nicaragua, los Estados Unidos habían 
"concebido, creado y organizado un ejército mercena­
rio, los contras". Sobre la base de la información dis­
ponible, la Corte no pudo llegar al convencimiento de 
que el Estado demandado "creó" la fuerza de los con­
tras en Nicaragua, pero cosideró probado que los Esta­
dos Unidos habían financiado, adiestrado, equipado, 
armado y organizado en gran parte al FON, uno de los 
elementos de esa fuerza. 

Nicaragua denunciaba que el Gobierno de los Esta­
dos Unidos había elaborado la estrategia y dirigido la 
táctica de los contras, y que había proporcionado apo­
yo directo en combate a sus operaciones militares. A la 
luz de las pruebas y materiales de que disponía, la Cor­
te no estaba convencida de que todas las operaciones 
lanzadas por los contras, en todas las fases del conflic­
to, reflejaran una estrategia y unas tácticas planeadas 

1. La Corte examinó las alegaciones de Nicaragua únicamente por los Estados Unidos. Por consiguiente, 
de que el tendido de minas en puertos o aguas de Nica- no podía aceptar la alegación de Nicaragua sobre ese 
ragua había sido realizado por personal militar de los punto. Sin embargo, la Corte consideraba que era evi-
Estados Unidos o por nacionales de países latinoameri- dente que varias operaciones habían sido decididas y 
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planeadas, si no directamente por asesores estadouni­
denses, al menos en estrecha colaboración con ellos, y 
sobre la base del apoyo de inteligencia y logístico que 
los Estados Unidos podían prestar. A juicio de la Cor­
te, también estaba probado que el apoyo de los Estados 
Unidos a las actividades de los contras había adoptado 
diversas formas a lo largo de los años, tales como apo­
yo logístico, el suministro de información sobre la si­
tuación y los movimientos de las tropas sandinistas, el 
uso de métodos avanzados de comunicación, etc. Las 
pruebas no justificaban, sin embargo, la conclusión de 
que los Estados Unidos habían prestado apoyo directo 
en combate, si por eso se entendía la intervención di­
recta de fuerzas de combate estadounidenses. 

La Corte tenía que determinar si la relación entre 
los contras y el Gobierno de los Estados Unidos era tal 
que hacía correcto considerar a los contras, a efectos 
jurídicos, como un órgano del Gobierno de los Estados 
Unidos, o que actuaba en nombre de ese Gobierno. La 
Corte consideró que las pruebas de que disponía no 
bastaban para demostrar la dependencia total de los 
contras de la ayuda estadounidense. Una dependencia 
parcial, cuya cuantía exacta no podía determinar la 
Corte, podía inferirse del hecho de que los jefes habían 
sido seleccionados por los Estados Unidos y de otros 
factores tales como la organización, el adiestramiento 
y el equipamiento de la fuerza, el planeamiento de ope­
raciones, la elección de objetivos y el apoyo operacio­
nal proporcionado. No había prueba evidente de que 
los Estados Unidos hubieran ejercido un grado de con­
trol tal que justificara que se considerara que los con­
tras actuaban en su nombre. 

5. Habiendo llegado a esa conclusión, la Corte opi­
nó que los contras seguían siendo responsables de sus 
actos, en particular de sus presuntas violaciones del 
derecho humanitario. Para que los Estados Unidos fue­
ran jurídicamente responsables, tendría que probarse 
que ese Estado tenía un control efectivo de las opera­
ciones durante las que se habían cometido las presun­
tas violaciones. 

6. Nicaragua había denunciado ciertas medidas de 
carácter económico adoptadas contra ese país por el 
Gobierno de los Estados Unidos, que consideraba una 
forma indirecta de intervención en sus asuntos inter­
nos. La ayuda económica había sido suspendida en 
enero de 1981 y terminada en abril de 1981; los Esta­
dos Unidos se habían opuesto a la concesión de prés­
tamos a Nicaragua por los organismos financieros 
internacionales o los habían bloqueado; la cuota de 
importaciones de azúcar de Nicaragua había sido redu­
cida en un 90% en septiembre de 1983; y el Presidente 
de los Estados Unidos había declarado el 1 º de mayo 
de 1985, mediante una orden ejecutiva, un embargo 
comercial total con respecto a Nicaragua. 

VIII. El comportamiento de Nicaragua 
(Párrafos 126 a 171) 

La Corte tenía que determinar, en la medida de lo 
posible, si las actividades denunciadas de los Estados 
Unidos, que ese país alegaba que constituían un ejerci­
cio de la legítima defensa colectiva, podían estar justi­
ficadas por ciertos hechos atribuibles a Nicaragua. 

1. Los Estados Unidos habían alegado que Nicara­
gua apoyaba activamente a grupos armados que opera­
ban en algunos de los países vecinos, en particular en 
El Salvador, y concretamente en forma de suministro 
de armas, acusación que Nicaragua había rechazado. 
La Corte exminó primeramente las actividades de Ni­
caragua respecto a El Salvador. 
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Después de examinar varias pruebas, y de tener en 
cuenta varias indicaciones concordantes, muchas de ellas 
proporcionadas por la propia Nicaragua, de las que la 
Corte podía inferir razonablemente el suministro de cier­
ta cantidad de ayuda desde territorio nicaragüense,. la 
Corte concluyó que el apoyo a la oposición armada de El 
Salvador desde territorio nicaragüense era un hecho hasta 
los primeros meses de 1981. Posteriormente, las pruebas 
de ayuda militar desde Nicaragua o a través de Nicaragua 
eran muy débiles, pese a que los Estados Unidos habían 
desplegado en la región amplios recursos técnicos de vi­
gilancia. La Corte no podía concluir, sin embargo, que no 
hubiera existido algún transporte o tráfico de armas. Sim-
plemente, tomaba nota de que las alegaciones de tráfico 
de armas no estaban sólidamente probadas, y de que no 
había podido convencerse de que hubiera habido una co­
rriente continua de cierta importancia a partir de los pri­
meros meses de 1981. 

Aun suponiendo que se hubiera probado que llegaba 
ayuda militar a la oposición armada de El Salvador 
desde territorio de Nicaragua, había que probar aún 
que esa ayuda era imputable a las autoridades nicara­
güenses, que no habían tratado de ocultar la posibili­
dad de que las armas atravesaran su territorio, pero 
negaban que eso fuera consecuencia de una política 
oficial deliberada por su parte. Teniendo en cuenta las 
circunstancias que caracterizaban esa parte de América 
Central, la Corte consideraba que no era posible atri­
buir automáticamente la responsabilidad a Nicaragua 
por el tráfico de armas en su territorio. La Corte con­
sideraba que había que reconocer que una actividad de 
esa naturaleza, si se efectuaba a escala limitada, podía 
probablemente realizarse sin el conocimiento del Go­
bierno del territorio. En todo caso, las pruebas no eran 
suficientes para convencer a la Corte de que el Gobier­
no de Nicaragua era responsable del tráfico de armas 
en ninguno de los dos períodos. 

2. Los Estados Unidos habían acusado también a 
Nicaragua de ser responsable de ataques militares 
transfronterizos a Honduras y Costa Rica. Si bien no 
estaba tan informada de la cuestión como hubiera sido 
deseable, la Corte consideraba probado el hecho de que 
ciertas incursiones militares transfronterizas eran im­
putables al Gobierno de Nicaragua. 

3. En el fallo, se recordaban ciertos sucesos ocurri­
dos en la época de la caída del Presidente Somoza, ya 
que los Estados Unidos se basaban en ellos para alegar 
que el actual Gobierno de Nicaragua había violado 
ciertas presuntas seguridades dadas por su predecesor 
inmediato. El fallo se refería en particular al "plan 
para garantizar la paz", enviado el 12 de julio de 1979 
por la "Junta del Gobierno de Reconstrucción Nacio­
nal" de Nicaragua al Secretario General de la Orga­
nización de los Estados Americanos, en el que se 
mencionaba, en particular, su "firme intención de es­
tablecer la plena observancia de los derechos huma­
nos en nuestro país" y "convocar las primeras eleccio­
nes libres que nuestro país ha conocido en este siglo". 
Los Estados Unidos consideraban que tenían una res­
ponsabilidad especial respecto al cumplimiento de es-
tos compromisos. · 

IX. El derecho aplicable: el derecho consuetudinario 
internacional 
(Párrafos 172 a 182) 

La Corte había concluido (final de la sección V) que 
tenía que aplicar la reserva de los tratados multilatera­
les contenida en la declaración de los Estados Unidos, 
sin que la consiguiente exclusión de los tratados multi-



laterales afectara a otros tratados o a otras fuentes de 
derecho mencionadas en el Artículo 38 del Estatuto. 
Para establecer el derecho efectivamente aplicable a la 
controversia, tenía que determinar las consecuencias de 
la exclusión de la aplicabilidad de los tratados multila­
terales para la definición del contenido del derecho 
consuetudinario internacional que. seguía siendo aplica~ 
ble. 

La Corte, que ya había comentado brevemente ese 
tema en la fase jurisdiccional (l. C.J. Reports 1984, 
págs. 424 y 425, párr. 73), desarrolló sus observacio­
nes iniciales. No consideraba que pudiera alegarse, 
como hacían los Estados Unidos, que todas las normas 
consuetudinarias que pudieran invocarse tuvieran un 
contenido exactamente idéntico al de las incluidas en 
los tratados que no podían aplicarse en virtud de la 
reserva de los Estados Unidos. Aunque una norma con­
vencional y una norma consuetudinaria, pertinentes 
ambas en la presente controversia, tuvieran exactamen­
te el mismo contenido, eso no sería motivo para que la 
Corte tuviera que opinar que la aplicación del proceso 
relativo al tratado debía necesariamente privar a la nor­
ma consuetudinaria de su aplicabilidad separada. Por 
consiguiente, la Corte no estaba obligada en modo al­
guno a aplicar las normas consuetudinarias sólo en la 
medida en que difirieran de las normas convencionales 
que no podía aplicar debido a la reserva de los Estados 
Unidos. 

En respuesta a un argumento de los Estados Unidos, 
la Corte consideró que la divergencia entre el conteni­
do de las normas consuetudinarias y el de las normas 
convencionales no era tal que un fallo restringido a la 
esfera del derecho consuetudinario internacional no 
fuera susceptible de cumplimiento o ejecución por las 
partes. 

X. El contenido del derecho aplicable 
(Párrafos 183 a 225) 

l. Introducción: observaciones generales 
(Párrafos 183 a 18 6) 

La Corte tenía que examinar seguidamente cuáles 
eran las normas de derecho consuetudinario aplicables 
al presente litigio. A ese efecto, tenía que examinar si 
una norma consuetudinaria existía en la opinio juris de 
los Estados, y convencerse de que estaba confirmada 
por la práctica. 

2. La prohibición del uso de la fuerza y el derecho 
de legítima defensa 
(Párrafos 187 a 201) 

La Corte concluyó que ambas partes opinaban que 
los principios relativos al uso de la fuerza incorpora-

titulada "Declaración sobre los principios de dere­
cho internacional referentes a las relaciones de amis­
tad y a la cooperación entre los Estados de conformi­
dad con la Carta de las Naciones Unidas". El 
consentimiento respecto a esas resoluciones era una 
de las formas de expresión de una opinio juris sobre 
el principio del no uso de la fuerza, considerado 
como un principio de derecho consuetudinario inter­
nacional, independientemente de las disposiciones a 
que estaba sujeto en el plano convencional de la Carta, 
especialmente las de carácter institucional. 

La norma general de derecho consuetudinario que 
prohíbe el uso de la fuerza permite ciertas excepciones. 
La excepción del derecho a la legítima defensa indivi­
dual o colectiva también está, a juicio de los Estados, 
establecida en derecho consuetudinario, como lo evi­
dencian, por ejemplo, los términos del Artículo 51 de 
la Carta de las Naciones Unidas, que se refiere a un 
"derecho inmanente", y la declaración contenida en la 
resolución 2625 (XXV). Las partes, que consideraban 
que la existencia de ese derecho estaba establecida en 
el derecho consuetudinario internacional, convenían en 
admitir que la legalidad de la reacción ante un ataque 
dependía del cumplimiento de los principios y de la 
necesidad y la proporcionalidad de las medidas adopta­
das en legítima defensa. 

Ya fuera individual o colectiva, la legítima defensa 
sólo podía ejercerse como reacción a un "ataque arma­
do". A juicio de la Corte, podía entenderse que eso 
significaba no sólo acciones emprendidas por fuerzas 
armadas regulares a través de una frontera internacio­
nal, sino también el envío por un Estado de bandas 
armadas al territorio de otro Estado, si esa operación, 
por su escala y efectos, se hubiera clasificado como un 
ataque armado en caso de ser realizada por fuerzas ar­
madas regulares. La Corte citó la definición de la agre­
sión que figuraba como anexo a la resolución 3314 
(XXIX) de la Asamblea General como una expresión 
del derecho consuetudinario a ese respecto. 

La Corte no consideraba que el concepto de "ataque 
armado" incluyera la asistencia a rebeldes en forma de 
suministro de armas o apoyo logístico o de otra índole. 
Además, la Corte concluyó que en el derecho consue­
tudinario internacional, ya fuera el general o el particu­
lar del sistema jurídico interamericano, no existía una 
norma que permitiera el ejercicio de la legítima defen­
sa colectiva sin la petición previa del Estado que fuera 
víctima del presunto ataque. Siendo ese requisito adi­
cional al de que el Estado en cuestión declarara él mis­
mo haber sido atacado. 

3. El principio de no intervención 
(Párrafos 202 a 209) 

dos a la Carta de las Naciones Unidas correspondían, El principio de no intervención implica el derecho 
en lo esencial, a los que existían en el derecho consue- de todo Estado soberano a resolver sus asuntos sin in-
tudinario internacional. Por consiguiente, aceptaban jerencia extranjera. Hay numerosas expresiones de una 
una obligación convencional de abstenerse en sus rela- opinio juris de los Estados respecto a la existencia de 
ciones internacionales de recurrir a la amenaza o al uso ese principio. La Corte tomó nota de que ese principio, 
de la fuerza contra la integridad territorial o la inde- expresado en su propia jurisprudencia, se había refleja-
pendencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra do en numerosas declaraciones y resoluciones adopta-
forma incompatible con los propósitos de las Nacio- das por organizaciones y conferencias internacionales 
nes Unidas (párrafo 4 del Artículo 2 de la Carta). No en las que habían participado los Estados Unidos y 
obstante, la Corte tenía que convencerse de que existía Nicaragua. El texto de esas declaraciones y resolucio-
en derecho consuetudinario una opinio juris sobre el nes atestiguaba la aceptación por los Estados Unidos y 
carácter obligatorio de esa abstención. La Corte consi- Nicaragua de un principio consuetudinario que tenía 
deró que esa opinio juris podía deducirse, en particu- aplicación universal. En cuanto al contenido del princi-
lar, de la actitud de las partes y de otros Estados res- pio en el derecho consuetudinario, la Corte definió los 
pecto a ciertas resoluciones de la Asamblea General, elementos que parecían pertinentes en el presente caso: 
y en particular respecto a la resolución 2625 (XXV), una intervención prohibida debía referirse a cuestiones 
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en las que se permitía que cada Estado, por el principio 
de la soberanía de los Estados, decidiera libremente 
(por ejemplo, la elección de un sistema político, econó­
mico, social y cultural, y la formulación de su política 
exterior). La intervención era ilícita cuando utilizara, 
respecto a esas elecciones, métodos de coerción, en 
particular la fuerza, ya fuera en la forma directa de una 
acción militar o en la forma indirecta de apoyo a activi­
dades subversivas realizadas en otro Estado. 

Con respecto a la práctica de los Estados, la Corte 
señaló que había habido en los últimos años varios ca­
sos de intervención extranjera en un Estado en favor de 
fuerzas opuestas al Gobierno de ese Estado. Concluyó 
que la práctica de los Estados no justificaba la opinión 
de que existiera en el derecho internacional contempo­
ráneo algún derecho general de intervención en apoyo 
de la oposición dentro de otro Estado; y, en efecto, ni 
los Estados Unidos ni Nicaragua afirmaban su exis­
tencia. 

4. Contramedidas colectivas como reacción a un 
comportamiento que no entrañe un ataque armado 
(Párrafos 21 O y 211) 

La Corte examinó seguidamente la cuestión de si, en 
caso de que un Estado actúe respecto a otro en contra­
vención del principio de no intervención, un tercer Es­
tado puede legítimamente tomar contramedidas que 
equivalgan a una intervención en los asuntos internos 
del primer Estado. Sería algo análogo al derecho de 
legítima defensa en el caso de ataque armado, pero el 
acto desencadenante de la reacción sería menos grave, 
ya que no entrañaría un ataque armado. A juicio de la 
Corte, con arreglo al derecho internacional hoy vigen­
te, los Estados no tienen derecho de reacción armada 
( colectiva) frente a actos que no constituyan un "ata­
que armado". 

5. Soberanía de los Estados 
(Párrafos 212 a 214) 

Pasando a examinar el principio del respeto de la 
soberanía de los Estados, la Corte recordó que el con­
cepto de soberanía, tanto en el derecho convencional 
como en el derecho consuetudinario internacional, 
abarcaba las aguas internas y el mar territorial de un 
Estado y el espacio aéreo situado sobre su territorio. 
Señaló que el tendido de minas afectaba necesariamen­
te a la soberanía del Estado ribereño y que, si se entor­
pecía el derecho de acceso a los puertos mediante el 
tendido de minas por otro Estado, lo que se infringía 
era la libertad de comunicaciones y de comercio marí­
timo. 

6. Derecho humanitario 
(Párrafos 215 a 220) 

a los Estados Unidos los actos cometidos por los con­
tras, la Corte rechazó esa alegación. 

No obstante, faltaba examinar la cuestión del dere­
cho aplicable a los actos de los Estados Unidos en rela­
ción con las actividades de los contras. Aunque Nicara­
gua se había abstenido de referirse a los cuatro 
Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, en los 
que eran partes Nicaragua y los Estados Unidos, la 
Corte consideró que las normas establecidas en el 
artículo 3 común a los cuatro Convenios, aplicables a 
los conflictos armados que no tuvieran carácter inter­
nacional, debían aplicarse. Los Estados Unidos estaban 
obligados a "respetar" los Convenios e incluso a "ase­
gurar el respeto" de los mismos, y, por tanto, a no 
alentar a personas o grupos participantes en el conflic­
to existente en Nicaragua a que actuaran en contraven­
ción de las disposiciones del artículo 3. Esa obligación 
derivaba de los principios generales de derecho huma­
nitario, a los que los Convenios simplemente daban 
una expresión concreta. 

7. El tratado de 1956 
(Párrafos 221 a 225) 

En su fallo de 26 de noviembre de 1984, la Corte 
decidió que tenía competencia para examinar las solici­
tudes referentes a la existencia de una controversia 
entre los Estados Unidos y Nicaragua relativa a la 
interpretación o la aplicación de varios artículos del 
Tratado de Amistad, Comercio y Navegación firmado 
en Managua el 21 de enero de 1956. Tenía que deter­
minar el sentido de diversas disposiciones pertinen­
tes, y en particular el de los apartados e) y d) del 
párrafo 1 del artículo XXI, mediante los cuales las 
partes se reservaban la facultad de aplicar otras dis­
posiciones. 

XI. Aplicación del derecho a los hechos 
(Párrafos 226 a 282) 

Habiendo establecido los hechos del caso y las nor­
mas de derecho internacional a las que parecían afectar 
esos hechos, la Corte tenía ahora que evaluar los he­
chos en relación con las normas jurídicas aplicables, y 
determinar si existía alguna circunstancia que excluye­
ra la ilicitud de determinados hechos. 

1. La prohibición del uso de la fuerza y el derecho 
de legítima defensa 
(Párrafos 227 a 23 8) 

Evaluando los hechos primeramente a la luz del 
principio del no uso de la fuerza, la Corte consideró 
que el tendido de minas a principios de 1984 y ciertos 
ataques a los puertos, las instalaciones petroleras y las 
bases navales de Nicaragua, imputables a los Estados 
Unidos, constituían violaciones de ese principio, a me­
nos que estuvieran justificadas por circunstancias que 

La Corte observó que el tendido de minas en las excluyeran su ilicitud. Consideró también que los Estados 
aguas de otro Estado sin ninguna advertencia O notifi- Unidos habían cometido, a primera vista, una violación 
cación no sólo constituía un acto ilícito, sino también de ese principio al armar Y entrenar a los contras, a me-
una violación de los principios del derecho humanita- nos que eso pudiera justificarse como ejercicio del dere-
rio subyacep.tes en la Convención No. VIII de La Haya, cho de legítima defensa. 
de 1907. Esa consideración llevó a la Corte a examinar Por otra parte, no consideró que las maniobras mili-
el derecho humanitario internacional aplicable al liti- tares realizadas por los Estados Unidos cerca de la 
gio. Nicaragua no había invocado expresamente las dis~ frontera de Nicaragua, o el suministro de fondos a los 
posiciones del derecho humanitario internacional, pero contras, equivalieran al uso de la fuerza. 
había denunciado actos cometidos en su territorio que La Corte tenía que examinar si los hechos que con-
parecían contravenir ese derecho. En sus alegaciones, sideraba violaciones del principio podían justificarse 
había acusado a los Estados Unidos de haber matado, por el ejercicio del derecho de legítima defensa colecti-
herido y secuestrado a ciudadanos de Nicaragua. Como va, y tenía que determinar, por lo tanto, si se daban las 
las pruebas disponibles eran insuficientes para atribuir circunstancias requeridas. Para ello, debía decidir, en 
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primer lugar, que Nicaragua había realizado un ata9-ue 
armado contra El Salvador, Honduras o Costa Rica, 
pues sólo tal ataque podría justificar la utilización del 
derecho de legítima defensa. En cuanto a El Salvador, 
la Corte consideró que, en derecho consuetudinario in­
ternacional, el suministro de armas a la oposición de 
otro Estado no constituía un ataque armado a ese Esta­
do. Respecto a Honduras y Costa Rica, la Corte afirmó 
que, a falta de información suficiente sobre las incur­
siones transfronterizas realizadas desde Nicaragua al 
territorio de esos dos Estados, era difícil decidir si 
equivalían, individual o colectivamente, a u~ ~t~que ar: 
mado por parte de Nicaragua. La Corte decidio que m 
esas incursiones ni el presunto suministro de armas po­
dían justificar el ejercicio del derecho de legítima de­
fensa colectiva. 

En segundo lugar, para determinar si los Estados 
Unidos estaban legitimados para ejercer la legítima de­
fensa, la Corte tenía que determinar si se daban las 
circunstancias requeridas para el ejercicio de ese dere­
cho de legítima defensa colectiva, y examinar, por tan­
to si los Estados en cuestión creían que eran víctimas 
d; un ataque armado por parte de Nicar~gua y h~bí~ 
solicitado la asistencia de los Estados Unidos en eJerci­
cio de la legítima defensa colectiva. La Corte no había 
hallado prueba alguna de que el comportamiento de 
esos Estados coincidiera con tal situación. 

Por último, evaluando la actividad de los Estados 
Unidos en relación con los criterios de necesidad y 
proporcionalidad, la Corte no pudo resolver que las a~­
tividades en cuestión se realizaran a la luz de la necesi­
dad, y decidió que no podía considerarse que al~unas 
de ellas satisficieran el criterio de la proporcionahdad. 

Como no podía mantenerse la alegación de legítima 
defensa colectiva presentada por los Estados Unidos, 
había que concluir que los Estados Unidos habían vio­
lado el principio que prohibía el recurso a la amenaza 
o el uso de la fuerza, al ejecutar los actos mencionados 
en el primer párrafo de esta sección. 

2. El principio de no intervención 
(Párrafos 239 a 245) 

La Corte resolvió que se había demostrado clara­
mente que los Estados Unidos pretendían, mediante su 
apoyo a los contras, ejercer presión sobre Nicaragua 
respecto ·a cuestiones sobre las que cada Estado podía 
decidir libremente, y que la intención de los propios 
contras era derrocar al actual Gobierno de Nicaragua. 
Consideró que si un Estado, con miras a coaccionar a 
otro Estado, apoyaba y ayudaba a bandas armadas que 
actuaban en ese Estado con el propósito de derrocar a 
su Gobierno, eso equivalía a una intervención en sus 
asuntos internos, cualquiera que fuera el objetivo polí­
tico del Estado que prestara el apoyo. Por consiguiente, 
decidió que el apoyo dado por los Estados Unidos a las 
actividades militares y paramilitares de los contras en 
Nicaragua, mediante el apoyo financiero, el entrena­
miento el suministro de armas e información y el apo­
yo logístico, constituía una clara violación del princi­
pio de no intervención. Por el contrario, la ayuda 
humanitaria no podía considerarse una intervención ilí­
cita. A partir del lº de octubre de 1984, el Congreso de 
los Estados Unidos había restringido el uso de los fon­
dos a la "asistencia humanitaria" a los contras. La 
Corte recordó que, para que la prestación de "ayu_da 
humanitaria" no pudiera ser condenada como una in-

la Cruz Roja y, sobre todo, debía darse sin discrimina­
ción. 

Con respecto a la forma de intervención indirecta 
que Nicaragua veía en la adopción de ciertas medidas 
de carácter económico contra ese país por los Estados 
Unidos, la Corte no podía considerar tales acciones en 
el presente caso como un incumplimiento del principio 
de no intervención del derecho consuetudinario. 

3. Contramedidas colectivas como reacció_n a un 
comportamiento que .no equivaliera a un ataque 
armado 
(Párrafos 246 a 249) 

Habiendo resuelto que la intervención en los asun­
tos internos de otro Estado no daba derecho a adoptar 
contramedidas colectivas que entrañaran el uso de la 
fuerza, la Corte decidió que los actos de que se acusa­
ba a Nicaragua, aun suponiendo que hubieran sido pro­
bados y que fueran imputables a ese Estado, no podían 
justificar las contramedidas adoptadas por un tercer 
Estado, los Estados Unidos, y en particular no podían 
justificar una intervención que entrañara el uso de la 
fuerza. 

4. La soberanía de los Estados 
(Párrafos 250 a 253) 

La Corte decidió que la asistencia a los contras, los 
ataques directos a puertos, instalaciones petroleras, 
etc., de Nicaragua, las operaciones de minado de puer­
tos nicaragüenses y los actos de intervención que en­
trañaban el uso de la fuerza a que se hacía referencia 
en el fallo, que constituían ya una violación del princi­
pio de no utilización de la fuerza, eran también una 
contravención del principio de respeto a la soberanía 
territorial.· Ese principio se había violado también di­
rectamente por el sobrevuelo no autorizado de territo­
rio nicaragüense. Esos actos no podían justificarse por 
las actividades atribuidas a Nicaragua en El Salvador; 
suponiendo que esas actividades se hubieran realizado 
efectivamente, no daban lugar a ningún derecho por 
parte de. los Estados Unidos. La Corte concluy~ tam­
bién que, en el contexto de las presentes actuaciones, 
el tendido de minas en los puertos nicaragüenses o cer­
ca de ellos constituía una violación, en perjuicio de 
Nicaragua, de la libertad de comunicaciones y del co­
mercio marítimo. 

5. El derecho humanitario 
(Párrafos 254 a 256) 

La Corte había resuelto que los Estados Unidos eran 
responsables de no haber notificado el minado de los 
puertos nicaragüenses. 

También había resuelto que, con arreglo a los princi­
pios generales del derecho humanitario, los Estados Uni­
dos estaban obligados a abstenerse de alentar a personas 
o grupos participantes en el conflicto de Nicaragua a co­
meter violaciones del artículo 3 común de los cuatro 
Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949. El ma­
nual sobre "Operaciones sicológicas en la guerra de gue­
rrillas", de cuya publicación y difusión eran responsables 
los Estados Unidos, aconsejaba ciertos actos que tenían 
que considerarse violaciones de ese artículo. 

6. Otros motivos mencionados para justificar los 
actos de los Estados Unidos 
(Párrafos 257 a 269) 

tervención en los asuntos internos de otro Estado, de- Los Estados Unidos ~abí~ vinculado su_ apoyo a l~s 
bía limitarse a los fines consagrados en la práctica de contras a la presunta violación por el Gobierno de Ni-
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caragua de ciertos compromisos solemnes contraídos 
con el pueblo nicaragüense, los Estados Unidos y la 
Organización de los Estados Americanos. La Corte 
examinó si en el comportamiento de Nicaragua existía 
algo que pudiera legitimar jurídicamente la adopción 
de contramedidas por los Estados Unidos como reac­
ción a las presuntas violaciones. Con referencia al 
"Plan para garantizar la paz", hecho público por la 
Junta del Gobierno de Reconstrucción Nacional el 12 
de julio de 1979, la Corte no pudo hallar en los docu­
mentos y comunicaciones por las que se transmitió el 
plan nada de que pudiera inferirse la intención de con­
traer un compromiso jurídico. La Corte no podía con­
templar la creación de una nueva norma que concediera 
a un Estado el derecho a intervenir contra otro sobre la 
base de que este último había optado por una ideología 
o un sistema político determinados. Por otra parte, el 
demandado no había presentado un argumento jurídico 
basado en un supuesto nuevo principio de "interven­
ción ideológica". 

Con respecto más concretamente a las presuntas vio­
laciones de los derechos humanos en que se basaban 
los Estados Unidos, la Corte consideró que el uso de la 
fuerza por los Estados Unidos no podía ser el método 
apropiado para supervisar o asegurar el respeto de esos 
derechos, normalmente previsto en las convenciones 
aplicables. Con respecto a la alegada militarización de 
Nicaragua, mencionada también por los Estados Uni­
dos para justificar sus actividades, la Corte observó 
que, en derecho internacional, no existían normas, 
aparte de las que pudiera aceptar el Estado interesado, 
por un tratado u otro medio, que limitaran el nivel de 
armamentos de un Estado soberano, y que ese princi­
pio era válido para todos los Estados sin excepción. 

1. El Tratado de 1956 
(Párrafos 270 a 282) 

La Corte pasó a examinar las alegaciones de Nicara­
gua basadas en el Tratado de Amistad, Comercio y Na­
vegación de 1956, así como la alegación de que los 
Estados Unidos habían privado al Tratado de su objeto 
y finalidad y lo habían vaciado de contenido real. La 
Corte no podía admitir, sin embargo, esas alegaciones 
si la conducta denunciada constituía "medidas ... nece­
sarias para proteger los intereses esenciales y la seguri­
dad" de los Estados Unidos, ya que en el artículo 21 
del Tratado se establecía que éste no impediría la apli­
cación de tales medidas. Con respecto a la cuestión de 
qué actividades de los Estados Unidos podían haber 
sido de tal naturaleza que privaran al Tratado de su 
objeto y finalidad, la Corte hizo una distinción. No 
podía considerar todos los actos denunciados desde ese 
punto de vista, pero estimaba que había ciertas activi­
dades que menoscababan todo el espíritu del acuerdo. 
Eran el minado de los puertos nicaragüenses, el ataque 
directo a puertos, instalaciones petroleras, etc., y el 
embargo comercial general. 

La Corte suscribió también la alegación de que el 
minado de los puertos constituía una contravención 
manifiesta de la libertad de navegación y comercio ga­
rantizada en el artículo XIX del Tratado. Concluyó 
también que el embargo comercial proclamado el 1 º de 
mayo de 1985 se oponía a ese artículo. 

artículo XIX relativa a "medidas ... necesarias para 
proteger los intereses esenciales y la seguridad" de una 
de las partes podía invocarse para justificar los actos 
denunciados. Tras examinar el material disponible, en 
particular la orden ejecutiva del Presidente Reagan de 
lº de mayo de 1985, la Corte decidió que el minado de 
puertos nicaragüenses y los ataques directos a puertos 
e instalaciones petroleras, así como el embargo comer­
cial general de 1° de mayo de 1985, no podían justifi­
carse como medidas necesarias para proteger los inte­
reses esenciales y la seguridad de los Estados Unidos. 

XII. La petición de reparación 
(Párrafos 283 a 285) 

Se pedía a la Corte que fallara y declarara que se 
debía a Nicaragua una indemnización cuya cuantía se 
fijaría posteriormente, y que concediera a Nicaragua 
la suma de 370,2 millones de dólares de los EE.UU. 
como reparación provisional. Tras cerciorarse de que 
tenía competencia para ordenar una reparación, la Cor­
te consideró apropiada la petición de Nicaragua de que 
la naturaleza y la cuantía de esa reparación fueran de­
terminadas en una etapa subsiguiente de las actuacio­
nes. Consideró también que no existía en el Estatuto de 
la Corte ninguna disposición que la facultara para con­
ceder una reparación provisional como la solicitada, ni 
que le impidiera concederla. En un caso en el que una 
de las partes no comparecía, la Corte debía abstenerse 
de cualquier acto innecesario que pudiera obstaculizar 
una solución negociada. La Corte no consideró, por 
consiguiente, que podía acceder en esta etapa a esa 
petición de Nicaragua. 

XIII. Las medidas provisionales 
(Párrafos 286 a 289) 

Tras recordar ciertos pasajes de su providencia de 
1 O de mayo de 1984, la Corte concluyó que correspon­
día a cada una de las partes no regir su comportamien­
to sólo por referencia a los que creyera que eran sus 
derechos. En particular, ése era el caso en una situa­
ción de conflicto armado, en la que ninguna reparación 
podía anular los resultados de un comportamiento que 
la Corte pudiera fallar que había sido contrario al dere­
cho internacional. 

XIV. Arreglo pacífico de controversias; el proceso de 
Contadora 
(Párrafos 290 y 291) 

En el presente caso, la Corte ya había tomado nota 
del proceso de Contadora, y del respaldo que había 
recibido por parte del Consejo de Seguridad y la Asam­
blea General de las Naciones Unidas, así como por par­
te de Nicaragua y de los Estados Unidos. La Corte 
recordó a ambas partes la necesidad de cooperar con 
las gestiones realizadas en el marco de ese proceso 
para lograr una paz definitiva y duradera en Cen­
troamérica, de conformidad con el principio de dere­
cho consuetudinario internacional que prescribe el 
arreglo pacífico de las controversias internacionales, 
consagrado también en el Artículo 33 de la Carta de las 
Naciones Unidas. 

RESUMEN DE LAS OPINIONES AGREGADAS 

AL FALLO DE LA CORTE 

Por consiguiente, la Corte decidió que los Estados 
Unidos habían violado, a primera vista, su obligación Opinión separada del Magistrado Nagendra Singh, 
de no privar al Tratado de 1956 de su objeto y finali- Presidente 
dad (pacta sunt servanda) y que habían cometido actos El párrafo 292 (16) de la parte dispositiva del fallo, 
que contravenían las disposiciones del Tratado. La Cor- aprobado por unanimidad por la Corte, que recuerda a 
te tenía que examinar, no obstante, si la excepción del ambas partes su obligación de buscar una solución de sus 
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controversias por medios pacíficos de conformidad con 
el derecho internacional, se basa realmente en el cum­
plimiento debido de dos principios básicos: a saber, el 
de no uso de la fuerza en las relaciones entre los Esta­
dos y el de no intervención en los asuntos de otros 
~s~os. Esa es, a juicio del Presidente, la principal 
fmahdad del fallo de la Corte, emitido con la máxima 
sinceridad para mejor servir los intereses de la comuni­
dad. 

De hecho, el principio cardinal de no uso de la fuerza 
en las relaciones internacionales ha sido la piedra angular 
de una filosofía jurídica tradicional, que se ha desarrolla­
do particularmente después de las dos guerras mundiales 
del presente siglo. Las disposiciones de la Carta y el 
sistema latinoamericano de tratados no sólo han desarro­
llado el concepto, sino que lo han reforzado hasta el pun­
to de que se mantendría por sí mismo, aunque se conside­
raran inaplicables en el presente caso la Carta y el 
Tratado que le sirven de base. La explicación obvia es 
q~e el aspecto consuetudinario original, que ha evolu­
c10nado con el desarrollo del derecho convencional, 
ha llegado a establecerse y sobrevivir como el concep­
to moderno vigente del derecho internacional, ya sea 
consuetudinario, por su origen, o "un principio general 
de derecho internacional reconocido por las naciones ci­
vilizadas". La contribución de la Corte ha sido destacar 
el principio de no uso de la fuerza como un principio 
perteneciente al dominio del jus cogens y, por tanto, 
como la piedra angular del esfuerzo humano por promo­
ver la paz en un mundo asolado por las contiendas. La 
violencia engendra violencia y agrava los conflictos, en­
venena las relaciones y pone en peligro la solución pací­
fica de la controversia. 

Existe también la doctrina fundamental de la no in­
tervención en los asuntos de los Estados, que es igual­
mente vital para la paz y el progreso de la humanidad, 
y que es necesaria para promover la existencia saluda­
ble de la comunidad. El principio de no intervención 
ha de considerarse una norma jurídica absoluta y con­
sagrada. 

Los Estados deben observar ambos principios, a sa­
ber, el de no uso de la fuerza y el de no intervención, 
en interés de la paz y el orden de la comunidad. La 
Corte mantuvo correctamente que ambos principios de 
derecho consuetudinario internacional, si bien consa­
grados en el derecho convencional, eran aplicables en 
el presente caso en su manifestación consuetudinaria 
original, revigorizada y fortalecida por el expreso con­
sentimiento de los Estados, en particular las partes en 
la presente controversia. Ese debe ser, sin duda, el ma­
yor peso que la ley puede tener en cualquier caso. 

La decisión de la Corte era el resultado de un ejerci­
cio colegiado, al que se había llegado tras prolongado 
debate y un pleno intercambio de opiniones de no me­
nos de 15 magistrados que, actuando con arreglo al 
Estatuto y el Reglamento de la Corte, examinaron los 
argumentos jurídicos y todas las pruebas presentadas. 
En éste, como en todos los demás casos, se tuvo el 
máximo cuidado de observar estrictamente el procedi­
miento prescrito, y la decisión fue respaldada por una 
clara mayoría. Además, el carácter vinculante del fallo 
con arreglo al Estatuto (Artículo 59) es consagrado por 
una disposición de la Carta de las Naciones Unidas 
(Artículo 94): todo Miembro de las Naciones Unidas 
se ha comprometido a cumplir las decisiones de la Cor­
te que le afecten y a respetar siempre la validez del 
fallo. 
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Opinión separada del Magistrado Lachs 

El Magistrado Lachs comienza su opinión señalando 
los requisitos del Estatuto respecto a las calificaciones 
personales y la diversidad de origen que deben caracte­
rizar a los miembros de la Corte, y rechazando cual~ 
quier infundio respecto a su independencia. 

En relación con el fondo del fallo, habría preferido 
que se prestara más atención a la ayuda extranjera a las 
fuerzas de la oposición en El Salvador, y en distintos 
lugares se habían utilizado fórmulas diferentes. 

El Magistrado Lachs insistía en algunos aspectos de 
la competencia, considerando que no se había dado 
previamente importancia suficiente a los 40 años trans­
curridos antes de que se objetara públicamente la vali­
dez de la aceptación de la jurisdicción de la Corte por 
Nicaragua. Cuando esa validez había sido cuestionada 
privadamente en relación con un caso a mediados del 
decenio de 1950, las Naciones Unidas debían haber ac­
tuado: debía haberse pedido a Nicaragua que completa­
ra las formalidades necesarias y, si no lo hubiera he­
cho, debía habérsela excluido de la lista de Estados 
que aceptaban la jurisdicción obligatoria de la Corte. 
Como las Naciones Unidas no habían tomado ninguna 
medida al respecto, podía considerarse legítimamente 
que la imperfección había sido subsanada por la 
aquiescencia a lo largo de un período muy prolongado. 
La competencia de la Corte basada en el Tratado de 
Amistad, Comercio y Navegación de 1956 no daba lugar 
a duda alguna. 

El Magistrado Lachs se ocupaba también de la cues­
tión de la juzgabilidad del litigio: la estrecha relación 
entre las controversias jurídicas y las políticas, como 
entre el derecho y la política. El derecho internacional 
cubre hoy esferas tan amplias de las relaciones interna­
cionales que sólo muy pocos dominios -por ejemplo, 
el problema del desarme, u otros excluidos expresa­
mente por los Estados- no son juzgables. El Magistra­
do Lachs insistía expresamente en el caso relativo al 
Personal diplomático y consular de los Estados Unidos 
en Teherán. 

Refiriéndose a la negativa de la Corte a conceder 
una vista a El Salvador en la etapa jurisdiccional, el 
Magistrado Lachs manifestó que había llegado a la 
conclusión de que se trataba de un error judicial que, 
sin embargo, no justificaba ninguna conclusión no re­
lacionada con él. 

A juicio del Magistrado Lachs, la amplia confronta­
ción entre las partes debía resolverse en el marco del 
Plan de Contadora, en cooperación con todos los Esta­
dos de la región. La zona, desgarrada por conflictos, y 
afectada durante mucho tiempo por el subdesarrollo, 
requería un nuevo enfoque basado en la consideración 
por igual de los intereses de todos los afectados y en 
relaciones de buena vecindad. 

Opinión separada del Magistrado Ruda 

En la opinión separada del Magistrado Ruda, se tra­
taban cuatro cuestiones. En primer lugar, el Magistrado 
Ruda no aceptaba la reserva expresada por los Estados 
Unidos en la carta de fecha 18 de enero de 1985 "res­
pecto de cualquier decisión de la Corte relativa a las 
alegaciones de Nicaragua". A juicio del Magistrado 
Ruda, en virtud del párrafo 1 del Artículo 94 de la 
Carta de las Naciones Unidas, los Estados Miembros 
de las Naciones Unidas habían aceptado formalmente 
la obligación de cumplir las decisiones de la Corte. 

La segunda parte de la opinión se refería a la En­
mienda Vandenberg. El Magistrado Ruda había votado 



contra la aplicación de esa Enmienda, por las razones 
expuestas en la opinión separada que presentó en 1984. 

En tercer lugar, el Magistrado Ruda trataba la cues­
tión de la legítima defensa. Explicaba que sus conclu­
siones eran las mismas que aquellas a que había llega-
do la Corte, pero, a su juicio, no era necesario 
considerar todos los detalles materiales, porque la asis­
tencia a rebeldes no constitvía per se un pretexto para 
la legítima defensa desde el punto de vista jurídico. 

La cuarta parte de la opinión estaba dedicada a las 
razones por las que el Magistrado Ruda, a pesar de 
haber votado en 1984 en contra de la utilización del 
Tratado de Amistad, Comercio y Navegación como 
base de la competencia de la Corte, creía que tenía que 
votar sobre las cuestiones sustantivas presentadas a la 
Corte a ese respecto. 

Opinión separada del Magistrado Elias 

El Magistrado Elias consideraba que, tras el fallo 
pronunciado por la Corte en la fase jurisdiccional, la 
reserva de los tratados multilaterales, anexa a la decla­
ración por la que los Estados Unidos aceptaron la juris­
dicción con arreglo a la cláusula facultativa, había que­
dado en suspenso y no era ya pertinente, a menos que 
El Salvador, Honduras o Costa Rica intervinieran en la 
fase relativa al fondo del asunto y la reparación. Por 
consiguiente, el hecho de que la Corte la hubiera apli­
cado era incorrecto, y equivalía a invocar la facultad de 
revisar su decisión sobre competencia y admisibilidad 
en nombre de Estados que no eran partes en el caso. 

Opinión separada del Magistrado Ago 

Si bien suscribía la totalidad del fallo y aprobaba en 
particular la posición adoptada por la Corte respecto a 
la reserva de los tratados multilaterales hecha por los 
Estados Unidos, el Magistrado Ago seguía albergando 
dudas respecto a ciertos puntos. Por ejemplo, estimaba 
que la Corte había adoptado una decisión algo apresu­
rada respecto a la cuasiidentidad de fondo entre el de­
recho consuetudinario internacional y el derecho con­
sagrado en ciertos tratados multilaterales importantes 
de carácter universal, y estaba también demasiado dis­
puesta a considerar la consagración de ciertos princi­
pios en resoluciones de las Naciones Unidas y de la 
Organización de. los Estados Americanos como prueba 
de la presencia de esos principios en la opinio juris de 
los miembros de la comunidad internacional. El Magis­
trado Ago también se creía obligado a llamar la aten­
ción hacia los aspectos parcialmente contradictorios 
que le parecía que había en la evaluación de la situa­
ción factual y jurídica por la Corte. Consideraba ade­
más que algunos pasajes del fallo mostraban una po­
breza de razonamiento jurídico en apoyo de las 
conclusiones de la Corte en cuanto a la imputabilidad 
de ciertos actos al demandado como actos que origina­
ban una responsabilidad internacional, y habría preferi­
do que la Corte incluyera una confirmación más explí­
cita de su jurisprudencia a ese respecto. 

Opinión separada del Magistrado Sette-Camara 

El Magistrado Sette-Camara concurría plenamente 
con el fallo porque creía firmemente que "el no uso de 
la fuerza y la no intervención -este último como coro­
lario de la igualdad entre los Estados y de la libre de­
terminación- son no sólo principios cardinales del de­
recho consuetudinario internacional, sino que pueden 
reconocerse además como normas perentorias de dere­
cho consuetudinario internacional que imponen obliga-

ciones a todos los Estados". Su opinión separada se 
refería sólo al párrafo 1) de la parte dispositiva, en 
contra del cual había votado. Mantenía que la reserva 
de los tratádos multilaterales, anexa a la declaración de 
aceptación de la jurisdicción de la Corte hecha por los 
Estados Unidos en 1946 con arreglo al párrafo 2 del 
Artículo 36 del Estatuto, no podía aplicarse al presente 
caso, ya que ninguna de las decisiones adoptadas en la 
parte dispositiva podía "afectar" en modo alguno a ter­
ceros Estados, y en particular a El Salvador. El litigio 
existía entre Nicaragua y los Estados Unidos, y la obli­
gatoriedad de la decisión de la Corte estaba limitada a 
esas dos partes. El Magistrado Sette-Camara reconocía 
el derecho de cualquier Estado que hiciera declaracio­
nes de aceptación a añadirles las reservas que conside­
rara oportunas. Sin embargo, mantenía que la Corte 
estaba facultada para interpretar esas reservas, e inclu­
so estaba obligada a ello. Lamentaba que la aplicación 
de la reserva de los tratados multilaterales impidiera a 
la Corte apoyar su fallo en las disposiciones de la Car­
ta de las Naciones Unidas y de la Carta de la Organiza­
ción de los Estados Americanos, y la forzara a recurrir 
sólo a los principios de derecho consuetudinario inter­
nacional y a un Tratado bilateral, el de Amistad, Co­
mercio y Navegación de 1956. Mantenía que el derecho 
aplicado en el fallo habría sido más claro y más preciso 
si la Corte hubiera recurrido a las disposiciones perti­
nentes de las convenciones multilaterales aplicables. 

Opinión separada del Magistrado Ni 

La principal preocupación del. Magistrado Ni, expre­
sada en su opinión separada, se refería a la "reserva de 
los tratados multilaterales" invocada por los Estados 
Unidos. A su juicio, cualquier aceptación de su aplica­
bilidad entrañaba: 1) La exclusión de la Corte del ejer­
cicio de su jurisdicción en la medida en que las alega­
ciones de Nicaragua se basaban en los tratados 
multilaterales en cue$tión, y 2) La imposibilidad de 
aplicar esos tratados multilaterales si la Corte tenía aún 
otros fundamentos para decidir sobre el fondo del 
asunto. En el presente caso, sin embargó, los Estados 
Unidos, al tiempo que invocaban la reserva de los tra­
tados multilaterales para impugnar la competencia de 
la Corte, habían alegado persistentemente que los trata­
dos multilaterales, que constituían la base misma de su 
reserva, eran los únicos que debían aplicarse al litigio. 
Esa alegación equivalía a una negación de su propia 
reserva y, teniendo en cuenta todas las circunstancias 
pertinentes, debía haberse considerado como una re­
nuncia a la reserva de los tratados multilaterales. Sien­
do ese el caso, el Magistrado Ni difería de la mayoría 
de la Corte en que consideraba que debían haberse 
aplicado al caso, cuando procediera, las normas conte­
nidas en los tratados multilaterales, al igual que el de­
recho consuetudinario internacional. 
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Opinión disidente del Magistrado Oda 

El Magistrado Oda convenía con la Corte en su re­
conocimiento de la aplicabilidad de la reserva de los 
tratados multilaterales anexa a la declaración de los 
Estados Unidos de 1946, pero consideraba que, habien­
do así decidido que la controversia había surgido en 
virtud de un tratado multilateral, debía haber dejado de 
considerar la solicitud de Nicaragua basada en esa de­
claración. La Corte hábía errado al interpretar que la 
exclusión de la controversia por esa reserva simple­
mente restringía las fuentes de derecho a que podía 
referirse. 



El Magistrado Oda creía además que, en la medida 
en que las denuncias de Nicaragua presuponían la com­
petencia de la Corte en virtud de las declaraciones he­
chas con arreglo al párrafo 2 del Artículo 36 del Esta­
tuto, que se refería a "controversias de orden 
jurídico", debían haberse declarado no juzgables, ya 
que la controversia no era "de orden jurídico" con el 
significado y la intención de esa cláusula o, incluso si 
lo fuera, no era una que la Corte pudiera sustanciar 
debidamente: como controversia de orden político, era 
más adecuada su solución por otros órganos y procedi­
mientos. Además, los hechos que la Corte podía diluci­
dar examinando las pruebas en ausencia del demanda­
do quedaban muy lejos de lo que era necesario para 
obtener una imagen completa del litigio. 

Por tanto, el Magistrado Oda consideraba que, en la 
medida en que la Corte podía debidamente conocer del 
caso, podía hacerlo sobre la base del párrafo 1 del 
Artículo 36 del Estatuto, en el que la expresión "todos 
los asuntos especialmente previstos en ... tratados ... 
vigentes" no daba base para discutir el carácter "jurí­
dico" de la controversia. Por consiguiente, la Corte po­
día legítimamente examinar cualquier violación de las 
disposiciones concretas del Tratado de Amistad, Co­
mercio y Navegación de 1956. A juicio del Magistrado 
Oda, el minado de los puertos nicaragüenses había 
constituido una violación de ese tipo, por lo que los 
Estados Unidos habían incurrido en responsabilidad. 

El Magistrado Oda subrayaba que su voto en contra de 
muchos de los párrafos del fallo no debía interpretarse 
como una oposición a la aplicación de las normas jurídi­
cas relativas al uso de la fuerza o a la intervención, de 
cuya violación se había acusado a los Estados Unidos, ya 
que eran simplemente una consecuencia lógica de sus 
convicciones sobre la cuestión de la competencia con 
arreglo al párrafo 2 del Artículo 36 del Estatuto. 

Por último, el Magistrado Oda lamentaba que la 
Corte se hubiera precipitado innecesariamente a dar 
sus opiniones sobre la legítima defensa colectiva en el 
primer fallo que tocaba ese tema. 

proporcionado servicios de mando y control, bases, co­
municaciones y refugios que permitieron a la dirección 
de los rebeldes salvadoreños operar desde territorio ni­
caragüense. La escala de esa asistencia equivalía jurí­
dicamente, ajuicio del Magistrado Schwebel, a un ata­
que armado. No sólo tenía El Salvador derecho a 
defenderse por sí mismo contra ese ataque armado; ha­
bía pedido a los Estados Unidos que le ayudaran en 
ejercicio de la legítima defensa colectiva. Los Estados 
Unidos tenían derecho a hacerlo, mediante medidas 
abiertas o encubiertas. Esas medidas podían ejercerse 
no sólo en El Salvador, sino contra Nicaragua en su 
propio territorio. 

A juicio del Magistrado Schwebel, la conclusión de 
la Corte de que el Gobierno nicaragüense no era "res­
ponsable de ningún suministro de armas" a los insur­
gentes salvadoreños no estaba basada en consideracio­
nes "judiciales o juiciosas". La Corte había "excluido, 
desestimado y excusado la evidencia innegable de la 
intervención importante y sostenida de Nicaragua en la 
insurgencia salvadoreña". La intervención de Nicara­
gua en El Salvador en apoyo de los insurgentes salva­
doreños había sido, según el Magistrado Schwebel, ad­
mitida por el Presidente de Nicaragua, afirmada por 
importantes testigos de Nicaragua en el caso y confir­
mada por "abundantes corroboraciones". 

Incluso aunque, en contra de su opinión, no se esti­
mara que las acciones de Nicaragua en apoyo de la 
insurgencia salvadoreña equivalían a un ataque arma­
do, el Magistrado Schwebel concluía que constituían 
innegablemente una intervención ilícita. Sin embargo, 
la Corte, "de modo muy sorprendente", consideraba a 
los Estados Unidos responsables de su intervención en 
Nicaragua, pero no reconocía la intervención anterior y 
continuada de Nicaragua en El Salvador. 

Para que las medidas adoptadas por los Estados Uni­
dos en ejercicio de la legítima defensa colectiva fueran 
lícitas, debían ser necesarias y proporcionadas. A juicio 
del Magistrado Schwebel, era dudoso que la cuestión de 
la necesidad fuera juzgable en el presente caso, ya que 
los hechos eran tan indeterminados, dependiendo como 

Opinión disidente del Magistrado Schwebel dependían de qué medidas que no entrañaran el uso de la 
El Magistrado Schwebel disentía del fallo de la fuerza podían bastar para poner fin a la intervención de 

Corte por motivos de hecho y de derecho. Convenía Nicaragua en El Salvador. Sin embargo, podía razonable-
con la Corte en las imputaciones a los Estados Uni- mente mantenerse que la necesidad de esas medidas que-
dos por no haber dado a conocer la existencia y la daba probada por "la negativa persistente de Nicaragua a 

cesar la subversión armada en El Salvador". localización de minas tendidas por ese país y por 
haber hecho publicar un manual que preconizaba ac- El Magistrado Schwebel sostenía que "las acciones 
tos que violaban el derecho de la guerra. Sin embar- de los Estados Unidos eran impresionantemente pro-
go, el Magistrado Schwebel concluía que los Estados porcionadas. Los rebeldes salvadoreños, apoyados vi-
Unidos habían actuado de un modo esencialmente lí- talmente por Nicaragua, llevaban a cabo una rebelión 
cito al ejercer presiones armadas contra Nicaragua, en El Salvador; en legítima defensa colectiva, los Esta-
tanto directamente como mediante su apoyo a los dos Unidos apoyaban simétricamente a rebeldes que 
contras, porque el apoyo anterior y duradero de Ni- llevaban a cabo una rebelión en Nicaragua. Los rebel-
caragua a la insurgencia armada en El Salvador equi- des de El Salvador atacaban de un modo generalizado 
valía a un ataque armado a El Salvador, contra el que objetivos económicos importantes en El Salvador; los 
los Estados Unidos podían reaccionar mediante una Estados Unidos atacaban selectivamente objetivos eco-
legítima defensa colectiva en apoyo de El Salvador. nómicos de importancia militar" en Nicaragua. 

El Magistrado Schwebel concluía que, desde El Magistrado Schwebel mantenía que, en el dere-
1979, Nicaragua había ayudado a los insurgentes de cho internacional contemporáneo, el Estado que pri-
El Salvador y seguía proporcionándoles asistencia mero intervenía con el uso de la fuerza en otro Esta-
vital en gran escala. Los actos delictivos de Nicara- do ---como mediante la participación sustancial en el 
gua no se habían limitado a proporcionar a los rebel- envío de fuerzas irregulares a su territorio- era, pri-
des salvadoreños grandes cantidades de armas, muni- ma facie, el agresor. La situación de Nicaragua como 
ciones y pertrechos, lo que podía argumentarse que agresor prima jacie se confirmaba tras el examen de 
no equivalía por sí mismo a un ataque armado. Nica- los hechos. "Además", concluía el Magistrado 
ragua se había unido también a los rebeldes salvado- Schwebel, "Nicaragua había agravado su comporta-
reños en la organización, la planificación y el entre- miento delictivo al prestar falso testimonio ante la 
namiento para sus actos de insurgencia, y les había Corte en un esfuerzo deliberado por ocultarlo. En 
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consecuencia, por ambas razones, Nicaragua no acudía 
ante la Corte con las manos limpias. El fallo a su favor 
estaba, por tanto, injustificado, y estaría injustificado 
incluso aunque se concluyera -como no debía hacerse­
que las acciones de represalia de los Estados Unidos eran 
innecesarias o desproporcionadas". 

Opinión disidente del Magistrado Sir Robert Jennings 
El Magistrado Sir Robert Jennings convenía con la 

Corte en que la reserva de los tratados multilaterales 
hecha por los Estados Unidos era válida y debía res-
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petarse. Sin embargo, no podía aceptar la decisión de 
la Corte de que podía ejercer jurisdicción sobre el 
caso mediante la aplicación del derecho consuetudi­
nario en lugar de los tratados multilaterales pertinen­
tes. En consecuencia, si bien podía votar a favor de 
algunas de las conclusiones de la Corte, se sentía 
obligado a votar en contra de sus decisiones sobre el 
uso de la fuerza, sobre la intervención y sobre la 
cuestión de la legítima defensa, porque a su juicio la 
Corte carecía de competencia para decidir sobre esas 
cuestiones. 


